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247. Ese fue el número de empresas sancionadas por el Centro Na-
cional de Comercio Exterior, Cencoex, en una auditoría masiva 
que realizó entre julio y octubre pasado para verificar el uso de 
las divisas liquidadas para las importaciones correspondientes al 
período 2011-2014. El proceso ha sido el más visible que ha adelan-
tado el organismo gubernamental –cuya directiva encabezada por 
Alejandro Fleming fue reemplazada hace una semana entre críti-
cas oficiales por su desempeño– para investigar la actuación de su 
antecesora, la Comisión Nacional de Administración de Divisas, 
Cadivi, que durante una década fue la principal responsable del 
control cambiario impuesto en Venezuela desde 2003. El sistema 
del que la institución formó parte se convirtió en el centro de uno 
de los mayores casos de corrupción de la historia nacional: el des-
vío en 3 años de más de 25 millardos dólares a “empresas de male-
tín” relacionadas con ilícitos, como lo han reconocido voceros del 
gobierno entre los que destacó Jorge Giordani, que fue ministro 
de Planificación y Finanzas del fallecido presidente Hugo Chávez 
y de su sucesor, Nicolás Maduro.

 Cencoex sustituyó a Cadivi –cuya eliminación anunció el presi-
dente el 15 de enero de 2014– con la misión de dar un giro de pulcritud 
en la gestión de las divisas, pero hasta la fecha ha sido mucho más lo 
que ha mantenido en secreto que lo que ha informado sobre las ave-
riguaciones relativas al desempeño de la eliminada institución, lo 
que ha levantado escepticismo sobre si el proceso involucró a todas 
las empresas vinculadas con mal uso de los fondos o si permitirá  la 
identifi cación de responsabilidades en el gobierno. Las compañías 
que fueron penalizadas –casi la quinta parte de las 1.062 convoca-
das– recibieron castigos por evadir el llamado a informar sobre 
sus actividades, según información ofi cial publicada de manera 
fragmentada en listas parciales que se difundieron por 14 semanas. 
En ellas solo se informó sobre los nombres y números de RIF 
(Registros de Información Fiscal) de las fi rmas.  

Cencoex adelantó entre julio y octubre del año pasado 
una auditoría masiva a empresas que realizaron importaciones 
en los últimos tres años. El organismo sancionó a un conjunto 
de firmas que no atendieron la convocatoria y solo informó 
sobre sus nombres y números de RIF. Con el cruce de la escasa 
información pública disponible, EL NACIONAL hizo un perfil general 
de las compañías castigadas. El 
gobierno aún mantiene deudas de 
transparencia sobre las averiguaciones 
del millonario escándalo de Cadivi 
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Cencoex adelantó entre julio y octubre del año pasado
una auditoría masiva a empresas que realizaron importaciones
en los últimos tres años. El organismo sancionó a un conjunto
de firmas que no atendieron la convocatoria y solo informó 
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Nada se ha explicado, por ejemplo, sobre los 
fi nes para los que les liquidaron los recursos; 
dónde están domiciliadas, cuánto dinero re-
cibieron o por qué fueron llamadas esas socie-
dades y no otras.

 El Nacional elaboró un perfi l general de 
las empresas sancionadas con la información 
pública que pudo reunir con respecto a los ne-
gocios a los que se dedican, a la ubicación geo-
gráfi ca que tienen, a la trayectoria cambiaria 
que acumularon y a las actividades que des-
empeñaron como contratistas del Estado. La 
evaluación reveló datos básicos acerca de las 
pesquisas sobre los que aún pesa silencio ofi -
cial en el caso del multimillonario desvío que 
hoy adquiere nueva relevancia por el desa-
bastecimiento de productos básicos –desde le-
che hasta vitaminas para mujeres embaraza-
das– con la caída de más de 40% de los precios 
del petróleo, cuya venta genera 9,6  de cada 10 
dólares que ingresan a la 
economía. El contexto ha 
obligado a Maduro a bus-
car fondos dentro y fuera 
del país para prevenir un 
naufragio socialista en 
un oleaje de anaqueles 
vacíos.

 
Áreas sensibles. La in-
formación contenida en 
el portal del Seniat, en 
el Registro Nacional de 
Contratistas que puede 
consultarse en línea, en 
directorios abiertos en 
Internet y en bases de da-
tos sobre comercio inter-
nacional como Import 
Genius permitió estable-
cer que aproximadamen-
te 40% de las empresas 
sancionadas trabajan o 
han hecho como míni-
mo una importación de 
bienes relacionados con 
áreas prioritarias de la 
economía como la producción agropecuaria 
–lo que incluye maquinarias e insumos–; el 
procesamiento y venta de alimentos, la dis-
tribución de equipos y materiales médicos y 
la comercialización de aparatos para el par-
que industrial. A 10% de las fi rmas se les pudo 
relacionar con adquisiciones de productos 
químicos orgánicos e inorgánicos que tienen 
utilidades diversas, aunque con frecuencia se 
usan para el sector agrícola, el alimenticio y 
el de la salud. “Áreas como esas fueron priori-
zadas con las tasas de cambio preferenciales”, 
dice el economista Francisco Faraco cuando 
se le consulta sobre el hallazgo. “No tengo in-
formación sobre responsabilidades de empre-
sas, pero uno no deja de preguntarse por qué 
faltan tantos productos esenciales”. 

 Una de las sancionadas, por ejemplo, ya era 
conocida: Tecnoavícola. La compañía fue acu-
sada de importar chatarra en lugar de maqui-
naria agropecuaria. El señalamiento lo hizo 
en febrero de 2013 Néstor Reverol, entonces 
ministro de Relaciones Interiores. La fi rma 
recibió aprobaciones de 1,7 millones de dóla-
res en 2012, según datos ofi ciales. Un detalle 
salta a la vista: la convocatoria a la rendición 
de cuentas ocurrió casi año y medio después 
de las declaraciones de Reverol, lo que genera 
dudas acerca de cómo el gobierno adelantan 
las investigaciones. “Se sabe muy poco sobre 
los resultados y sobre quiénes han sido cas-
tigados. Debería hacerse una averiguación 
que no abarque solo unos pocos años, sino que 
tenga más alcance. Ha ocurrido un saqueo en 
el país”, afi rma Faraco.

 Otro grupo de empresas con actividad en 
los campos automotriz, textil, del calzado, de 
la construcción, del  transporte, de la comer-
cialización de enseres y aparatos domésticos 
y de la prestación de otros servicios repre-
sentó, en conjunto, aproximadamente 25% 
de las penalizadas. No fue posible establecer 
para este trabajo el tipo de actividades de las 
demás sancionadas. Una pista sí puede seña-
larse sobre ellas: un ciudadano común con 
una computadora y conexión a Internet se-
guramente no será capaz de hallar más refe-
rencias locales sobre esas compañías que las 
que circularon a partir de julio pasado cuan-
do Cencoex difundió las listas con las razones 
sociales y registros fi scales de las convocadas 
al operativo. “No podemos dar sino hipótesis 
sobre las empresas que fueron llamadas y las 
que fueron castigadas. Es posible que haya 
fi rmas creadas para defraudar al sistema y 
también las que cumplieron sus obligaciones 
legales. Incluso puede haber fi rmas pequeñas 
que fueron creadas por otras más grandes pa-
ra acceder a las divisas”, señala el economista 
Juan Socías del Grupo Soluciones. “No estoy 
seguro de si el Cencoex tiene capacidad para 
procesar toda la información que recibió en 
esa rendición de cuentas”.

 A las fi rmas cuyos representantes no aten-
dieron el llamado se les prohibió hacer nue-
vas solicitudes de divisas y sus expedientes 

fueron remitidos al Ministerio Público ante 
la presunción de que la no comparecencia 
estuvo asociada con la comisión de hechos 
punibles. Hasta el presente no se ha informa-
do si las empresas apelaron el castigo, justifi -
caron sus ausencias o si el Cencoex encontró 
elementos para enviar a la Fiscalía los casos 
de compañías que sí respondieron a la con-
vocatoria. El despacho de Luisa Ortega Díaz 
tampoco ha dado explicaciones sobre los pro-
gresos en la investigación de las fi rmas que 
no se presentaron a la auditoría masiva. Hay 
14 empresas sancionadas en el operativo que 
ya eran objeto de averiguaciones penales por 
parte del Ministerio Público, según informa-
ción difundida por la institución en agosto 
pasado.

 
Desempeño desconocido. Solo hay informa-
ción pública disponible sobre la trayectoria 
cambiaria de 76 de las fi rmas sancionadas: 
30%. Nada más ellas  aparecen en la última 
lista que publicó Cadivi con las compañías a 
las que se les aprobaron divisas entre 2004 y 
2012. Esas empresas recibieron asignaciones 
de más de 500 millones de dólares en el perío-
do: aproximadamente 57,7 millones de dóla-
res fueron autorizados en el último año, el 
cual fue sometido a averiguación por parte del 
Cencoex. No es posible establecer los montos 
que el gobierno liquidó a las otras 171 fi rmas 
castigadas. Tampoco se sabe cuándo exacta-
mente les entregó la moneda extranjera. La 
eliminada comisión cambiaria no difundió los 
nombres de las empresas benefi ciadas con au-
torizaciones de divisas en 2013 y el gobierno no 
ha subsanado ese vacío hasta el presente, co-
mo tampoco ha publicado listas históricas de 
fi rmas usuarias de mecanismos como el Sucre 
(Sistema Unitario de Compensación Regional 
de Pagos usado entre los países de la Alianza 
Bolivariana de los Pueblos de América).  Nin-
guna de las 247 sancionadas aparece entre las 
personas jurídicas que han hecho importacio-
nes en 2014: la tabla ha sido periódicamente 
actualizada por el Cencoex con datos cuya 
secuencia se inicia en enero pasado.

 La Importadora Mi Gran Sacrifi cio 2050, por 
ejemplo, es una de las empresas penalizadas 
que no está entre los receptores de divisas del 
período 2004-2012 por lo que se desconoce qué 
monto le fue liquidado. También forma parte 
de las que son investigadas por el Ministerio 
Público. Fue fundada en junio de 2011 con un 
inventario de 2 sillas, 2 escritorios y 1 com-
putadora equivalentes a un capital de 10.000 
bolívares –o 2.325 dólares al  tipo de cambio 
de la época– que hasta el presente no ha sido 
incrementado. La crearon Manuel Graterol y 
Mervin Portillo, quienes luego la vendieron 
en noviembre de 2012 a Yosef  Gómez, enton-
ces de 29 años de edad. La sede que se declara 
en el expediente está localizada en el Centro 
Comercial Santa Bárbara, un pequeño edifi -
cio de dos pisos de Cúa, Miranda, que alberga 
principalmente peluquerías y cibercafés. El 
Nacional visitó la ofi cina, que está en la se-

La sede que la 
Importadora Mi 
Gran Sacrificio 
2050 declara en su 
expediente mercantil 
está localizada en un 
centro comercial de Cúa, 
Miranda. Cuando se 
le visitó en diciembre, 
el local se encontró 
desocupado

El 5 de diciembre pasado se 
cumplió un año de la crea-
ción por parte de Nicolás 
Maduro de la comisión pre-
sidencial que investiga el 
uso correcto de las divisas 
entregadas por el gobierno 
durante el control de cam-
bios en los años 2011, 2012 y 
2013. La mayor parte de los 
resultados del trabajo –que 
se presentó como una de las 
acciones del gobierno en la 
campaña de lucha contra la 
corrupción– aún son desco-
nocidos por la opinión públi-
ca. El anuncio más reciente 
sobre el progreso de las labo-
res fue ofrecido a finales de 
noviembre por Ricardo San-
guino, diputado del Partido 
Socialista Unido de Vene-
zuela y uno de los miembros 
del comité. El parlamentario 
dijo que en la primera sema-
na de diciembre se entrega-
ría a Maduro un informe so-
bre las averiguaciones, nada 
novedoso si se recuerda que 
el decreto de constitución de 
la comisión establecía que el 
presidente debía recibir un 
reporte mensual. 

 Sanguino días después dio 

una explicación más detalla-
da luego de una sesión de la 
Comisión de Finanzas de la 
Asamblea de la que forma 
parte: adelantó que el foco 
de las averiguaciones había 
estado en el sector alimenta-
ción para el que el gobierno 
liquidó la mayor cantidad de 
recursos. Añadió que se com-
probó que en ese sector y en 
otros se aplicaron irregulari-
dades comunes como la so-
brefacturación y las tran-
sacciones entre proveedores 
y compradores que eran la 
misma persona. Se le pre-
guntó en esa oportunidad si 
las indagatorias habían in-
cluido la convocatoria o la en-
trevista de los ex presidentes 
y directivos de la eliminada 
Comisión Nacional de Admi-
nistración de Divisas, Cadivi, 
que ha sido asociada con el 
desvío de fondos millonarios. 
Respondió que las averigua-
ciones fueron principalmen-
te de carácter documental.

 La comisión presidencial 
fue constituida con integran-
tes de alto nivel como Luisa 
Ortega Díaz, fiscal general 
de la República; Vladimir 

Padrino López, entonces je-
fe del Comando Estratégi-
co Operacional y quien hoy 
ocupa ese puesto además del 
de ministro de la Defensa;  
Gustavo Hernández, para la 
fecha presidente del Banco 
Nacional de Desarrollo Eco-
nómico y Social, Bandes; y 
Jesús Faría, también diputa-
do y compañero de Sanguino 
en el partido de gobierno. El 
decreto obligaba a entes pú-
blicos y al sector privado a 
brindar colaboración al co-
mité para cumplir sus fines.

 Una semana antes de emi-
tir el decreto con la constitu-
ción de la comisión, Maduro 
dio una declaración pública 
en el Palacio de Miraflores 
en la que prometió divulgar 
un informe detallado sobre 
cómo se habían usado 51 mi-
llardos de dólares de Cadivi. 
“Lo voy a publicar, empresa 
por empresa, voy a publicar 
el listado completo”, dijo el 
23 de noviembre. La prome-
sa todavía no se ha cumplido, 
como también sigue pendien-
te el anuncio de los resulta-
dos finales de la labor de la 
comisión.

El silencio de un año 
de la comisión presidencial

Nicolás Maduro 
constituyó en diciembre 

de 2013 un comité de 
alto nivel para investigar 
el uso que se le dio a las 
divisas aprobadas por el 

gobierno. El resultado 
de las averiguaciones es 
aún desconocido por la 

opinión pública

Petición sin respuesta »
El Nacional entregó una comunica-
ción escrita en la sede de Cencoex el 
17 de diciembre. En ella se presentó 
una solicitud de información dirigida 
a Alejandro Fleming, entonces pre-
sidente de la institución, con pre-
guntas sobre el proceso de auditoría 
de divisas que desarrolló el organis-
mo entre julio y octubre de 2014. 
En ella se consultaba, entre otros 
puntos, cuáles habían sido los cri-
terios de selección de las empresas 
convocadas, si las compañías  san-
cionadas habían presentado apela-
ciones de los castigos, cuánto dine-
ro se entregó a las penalizadas y qué 
tipo de bienes importaron con los 
fondos aprobados por el gobierno.
 Los interrogantes no fueron con-
testados para el cierre de esta edi-

ción y son asunto pendiente para la 
opinión pública, que más allá de los 
nombres y números de RIF de las 
empresas sancionadas no ha reci-
bido información oficial consoli-
dada sobre las implicaciones de la 
rendición de cuentas como parte de 
las investigaciones sobre los ilícitos 
cambiarios cometidos durante la 
existencia de la eliminada Cadivi y 
aun en los tiempos de Cencoex.
 El Nacional para elaborar el presen-
te trabajo se sirvió principalmente 
de información oficial disponible 
en línea además de la contenida en 
directorios y portales de consulta 
general. La búsqueda en registros 
mercantiles fue útil para establecer 
la ubicación geográfica de las sedes  
de las empresas sancionadas.

Se sabe muy poco 
sobre los resultados 
y sobre quiénes han 
sido castigados. 
Debería hacerse 
una averiguación 
que no abarque solo 
unos pocos años, 
sino que tenga más 
alcance”

 
Francisco Faraco,
 economista
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gunda planta, en diciembre: tenía las puer-
tas cerradas y a través de las ventanas no se 
observó siquiera mobiliario. Estaba desocu-
pada. Las actas confi rman que en 2013 la im-
portadora tenía  un empleado. En  el lugar se 
dejó una comunicación con una solicitud de 
entrevista para este trabajo. Nada en el docu-
mento mercantil hace ver que el domicilio fue 
cambiado. “No es usted el primero que viene, 
ya han venido funcionarios a preguntar por 
la empresa”, afi rmó un inquilino.

 Los analistas no descartan la posibilidad de 
que entre las penalizadas por no rendir cuen-
tas en 2014 existan empresas que recibieron 
liquidaciones por primera vez en 2013. “Es po-
sible que eso haya ocurrido, pero la opacidad 
sobre los datos no permite concluirlo” refi e-
re Socías. Ese año Cadivi tu-
vo tres presidentes: Manuel 
Barroso –coronel del Ejército 
que durante siete años estu-
vo al frente del organismo y 
después fue reemplazado en 
marzo antes de la elección 
de Maduro–; Eudomar To-
var –para el momento había 
encabezado el Banco de Ve-
nezuela y era el representan-
te nacional ante el Sucre–; y 
José Khan –ex diputado del 
Partido Socialista Unido de 
Venezuela y ex presidente de 
la Corporación Venezolana 
de Guayana–. Fleming presi-
día el Cencoex –constituido 
en noviembre  de 2013– cuan-
do fue designado también al 
frente de Cadivi en enero de 
2014. Cuatro meses más tarde 
le encomendaron la junta que 
liquidó la comisión. Ninguno 
de los cuatro funcionarios ha sido menciona-
do entre los investigados por el caso.

 Localización concentrada. La mayoría de las 
compañías sancionadas –154 equivalentes a 
62%– se encuentran domiciliadas o registra-
das en 5 áreas: el Distrito Capital y los estados 
Táchira, Nueva Esparta, Lara y Yaracuy. Las 
2 últimas entidades, vecinas del occidente ve-
nezolano, concentran, si se consideran como 
bloque, la mayor cantidad: 35 se identifi caron 
en territorio larense y 21 en el yaracuyano. 

Casi 70% de esas pudieron ser relacionadas 
con actividades en los rubros agropecuario, 
alimenticio y químico, pero un dato no puede 
obviarse: 35% del total fueron bautizadas con 
la palabra “importadora” en su razón social. 
Es decir: los nombres comerciales sugieren 
que no se dedicaban a actividades productivas 
sino a la “economía de puertos” favorecida 
por el tipo de cambio del régimen de control 
de divisas. Un grupo de 4 fi rmas larenses –Qui-
mifeds, Quimipol, Alimentos Los Girasoles y 
Agroimport 88– tiene como representantes a 
Carlos, Valdemar, Enrique y Martha Burlan-
do, según el Registro Nacional de Contratis-
tas. Un hombre llamado Diego Burlando fue 
detenido el año pasado por la Guardia Na-
cional por investigaciones sobre la supues-

ta creación de empresas de 
maletín. Se llamó a las com-
pañías por los teléfonos pre-
sentados en la información 
ofi cial para verifi car si es-
tán relacionados entre sí. 
En tres de ellos nadie con-
testó y en el cuarto afi rma-
ron que se trataba de un nú-
mero equivocado, a pesar de 
que en la llamada previa un 
interlocutor había confir-
mado que era correcto y que 
el solicitado no estaba.

 La capital de la República 
(46) y los territorios tachi-
rense (30) y neoespartano 
(22) reúnen la mayor canti-
dad de empresas fuera del 
eje Lara-Yaracuy. Más de 
un tercio de las compañías 
en esos estados también es-
tán vinculadas con alimen-
tos, producción agropecua-

ria y salud. Sin embargo, las localizadas en 
Nueva Esparta tienen una singularidad: la 
quinta parte se relaciona con los negocios de 
ventas al por mayor de textiles, piezas de ves-
tir y calzados. La ubicación geográfi ca de un 
grupo de 12 castigadas no se identifi có.

Negocios públicos. Hay 46 empresas que es-
tán inscritas en el Registro Nacional de Con-
tratistas. La fi cha de la mayoría de ellas apa-
rece con una nota en la que se informa sobre 
su suspensión del sistema en virtud de las 

sanciones impuestas por el Cencoex a raíz 
del operativo de verifi cación. Del grupo, so-
lo 14 compañías establecieron negocios con 
entes estatales. La mayoría de los clientes 
fueron empresas o dependencias adscritas 
al gobierno nacional. El más importante 
contratista fue Petróleos de Venezuela, se-
guido del Instituto Venezolano de los Se-
guros Sociales y de ministerios como el de 
Turismo, Energía y Petróleo, Agricultura 
y Tierras, Comunicación, Educación y Eco-
nomía Popular (hoy Comunas). El Nacional 
documentó un total de 60 contrataciones 
de las cuales 70% estuvieron relacionadas 
con las  áreas de construcción y suministro 
de repuestos automotores y vehículos. Las 

empresas Ingeoconsulta de Venezuela, Dis-
tribuidora Reifen 2010, Representaciones y 
Proyectos MB 15 y Nedlelab estuvieron en-
tre los principales proveedores. La mayoría 
de los contratos se desarrollaron entre 2005 
y 2010, aunque sobre 8 de ellos no hay infor-
mación acerca de cuándo tuvieron lugar.

 Las 32 empresas restantes –en cuyos re-
gistros no se informa sobre contrataciones 
con organismos estatales– tienen semejan-
zas y diferencias con las anteriores. Si no se 
describen a sí mismas como proveedores de 
servicios de obras civiles y mantenimiento, 
lo hacen principalmente como compañías 
agropecuarias, de alimentación y de equipos 
de salud. El caso Cadivi sigue abierto. 

Albisinni: 
el quinto presidente 
desde 2013

Al nuevo presidente del Cencoex, 
quien se desempeñó como 
viceministro de Economía 
Socialista y Estatal, le 
corresponderá ahora administrar 
las inminentes modificaciones 
del sistema de control de cambios 

El presidente Nicolás Maduro anunció el do-
mingo pasado el nombre del nuevo presidente 
encargado del Centro Nacional de Comercio 
Exterior: Rocco Albisinni Serrano, quien se 
desempeñó previamente como viceministro 
de Economía Socialista y Estatal del Minis-
terio de Economía, Finanzas y Banca Públi-
ca. Allí estuvo al servicio del general Rodolfo 
Marco Torres, una de las figuras del gabinete 
que ha ganado mayor poder en los últimos dos 
años. La conducción del organismo dedicado 
a la gestión cambiaria –antes Cadivi y ahora 
Cencoex– se ha convertido en una ecuación 
difícil de resolver: ha tenido 5 presidentes en 
un lapso menor a 2 años. El coronel Manuel 
Barroso fue separado del cargo en marzo de 
2013 antes de que Maduro resultara electo. Sus 
responsabilidades fueron asumidas sucesiva-
mente por Eudomar Tovar, José Khan, Alejan-
dro Fleming y ahora por Albisinni Serrano, a 
quien le corresponderá administrar las conse-
cuencias de los inminentes cambios en el siste-
ma. Maduro ya había criticado el desempeño 
de la institución cambiaria.

 La dependencia responsable de las divisas 
tampoco ha dejado de variar su posición  en 
el organigrama del Ejecutivo Nacional en los 
meses recientes. Cencoex cambió dos veces de 
adscripción en 2014: de pertenecer desde su 
creación al despacho del vicepresidente del 
área económica –no importa qué ministerio 
ocupara el encargado–; pasó a la Vicepresiden-
cia de la República en agosto y luego al Minis-
terio de Economía, Finanzas y Banca Públi-
ca en septiembre. Marco Torres acompañará 
a Albisinni Serrano en la directiva de la que 
también formarán parte José David Cabello, 
ministro de Industrias y hermano de Diosdado 
Cabello, presidente de la Asamblea Nacional, 
y José Khan, quien fue presidente de Cadivi.  

Albisinni Serrano también ha formado 
parte de la directiva del Fondo de Desarro-
llo Nacional y del equipo que ha conducido la 
Corporación de Abastecimiento y Servicios 
Agrícolas. El funcionario es natural de Cala-
bozo, en ese estado. 

12

11

10

35

22

30

21

13

46

4,9

4,5

9 3,6

4

14,2

8,9

12,1

8,5

5,3

18,6

Sectores
estratégicos

6

11

2

4

11

12

30

16

12

11

8

7

56

26

18

18

22

41

23

22,7

10,5

7,3

7,3

8,9

16,6

9,3

60
contratos

Total

EstadosNº %

No
disponible

Anzoátegui

Aragua

Falcón

Lara

Nueva
Esparta

Táchira

Yaracuy

Zulia

Caracas

Barinas

Bolívar

Carabobo

Guárico

Mérida

Miranda

Monagas

Portuguesa

Sucre

Trujillo

Vargas

Cojedes

6

3

7

2

2

6

2

2

1

2

4

2,4

1,2

2,8

0,8

0,8

2,4

0,8

0,8

0,4

0,8

1,6

0,41

No disponible

Químicos

Telecomunicaciones

Publicidad

Minería

Electricidad y electrónica

Transporte

Computación

Automotor

Asesoría y otros servicios

Otros suministros

Enseres domésticos

Textiles y calzados

Construcción

Actividad comercial Nº %

Suministros varios
agrícola, alimentos, médicos

Maquinaria industrial

Alimentos,
bebidas y tabaco

Salud

Agropecuario

39,6%

Gobernaciones

El Nacional realizó un perfil general de las empresas sancionadas por Cencoex el año pasado en el 
proceso de rendición de cuentas sobre el uso de divisas para importaciones. Se pretendió, entre otros 
fines, establecer el tipo de actividad comercial principal de las compañías, su ubicación geográfica y su 
desempeño como contratistas de entes del Estado

Retrato de una auditoría

FUENTE: EL NACIONAL (BASADO EN DATOS DEL SENIAT, RNC, DIRECTORIOS COMERCIALES, REGISTROS MERCANTILES Y EXPEDIENTES JUDICIALES, ENTRE OTROS) INFOGRAFÍA: @CSANCHEZN | EL NACIONAL

Computación

Electricidad

Artículos de oficina

Limpieza

Automotor

Construcción

Ministerios

Pdvsa

IVSS

Alcaldías

Otros

1

1

1

2

3

3

5

5

2

8

6

6

0,4

0,4

0,4

0,8

1,2

1,2

0,8

3,2

2,4

2,4

Tipo de contrato

Cliente

2

2

247
empresas

Total

No estoy seguro 
si Cencoex tiene 
capacidad para 
procesar toda la 
información que 
recibió en esa 
rendición de cuentas”
 
Juan Socías
Director Grupo Soluciones
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El ministro Rodolfo Marco Torres será compañero 
de Rocco Albasinni en la directiva de Cencoex

de las compañías 
sancionadas 
aparecen 
mencionadas como 
beneficiarias de 
aprobaciones de 
divisas de Cadivi 
entre 2004 y 2012. 
El gobierno les 
autorizó 57,6 
millones de dólares 
nada más en el 
último año
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